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SALUD / “De lo anterior puede deducirse  que contrario a lo que se afirmó en los hechos de la demanda, médico alguno le ha recomendado a las demandante las terapias que reclama por este medio excepcional de protección y tampoco ha pedido a la entidad demandada le sean autorizadas. De esa manera, esta última no ha  tenido oportunidad de emitir un pronunciamiento al respecto y por tanto, tampoco ha lesionado los derechos fundamentales cuya protección se invocan.

En consecuencia, se negará la tutela solicitada, sin perjuicio de que con posterioridad se pueda instaurar nuevamente la respectiva acción, si es que en realidad se le desconoce alguna prerrogativa constitucional.”
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SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


   Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


   Pereira, septiembre siete (7) de dos mil dieciséis (2016)

        
   Acta No. 431 de 7 de septiembre de 2016

   Expediente 66001-22-13-000-2016-00829-00
Decide la Sala en primera instancia sobre la acción de tutela instaurada por la señora Paula Andrea Gómez Ramírez, contra la Dirección General de Sanidad Militar – Dispensario Médico I Batallón de Artillería No. 8 “Batalla San Mateo”.

A N T E C E D E N T E S

1.- Relató la accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Se encuentra afiliada al régimen de salud de las Fuerzas Militares de Colombia, como beneficiaria de su esposo Miguel Mejía Segovia.
1.2 Presenta un diagnóstico de laringitis posterior – disfonía por tensión muscular crónica.

1.3 El Dr. Juan Carlos Viana Arévalo le formuló unas terapias de voz, para posteriormente realizarle una intervención quirúrgica.

1.4 En varias ocasiones se ha dirigido al Dispensario Médico de esta ciudad, pero le manifiestan que no existen convenios con las IPS para autorizarle el tratamiento de terapias de voz y mientras tanto su salud se deteriora a causa de la afectación en su garganta. 
2.- Considera lesionados los derechos a la salud, integridad personal y vida digna. Para su protección, solicita se ordene a la entidad demandada, autorice las terapias de voz y un tratamiento integral para su diagnóstico.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1.- Mediante proveído del pasado 25 de agosto se admitió la acción y se ordenaron las notificaciones de rigor. 
2. La Directora (E) del Dispensario Médico 3029 Batallón de Artillería No. 8 “Batalla San Mateo”, al ejercer su derecho de defensa, manifestó que las órdenes que debieron ser expedidas por el médico tratante para las terapias de voz que reclama la accionante no fueron remitidas “en el traslado allegado”, por lo que no se puede acceder a la solicitud ni por vía administrativa ni judicial. No obstante, la actora puede acercarse a ese dispensario con las órdenes originales expedidas por el galeno tratante, para hacerle entrega de la respectiva autorización.

Alega que la accionante no se encuentra frente a un perjuicio irremediable y tampoco se le ha vulnerado derecho fundamental alguno, lo que torna improcedente la acción de tutela. Solicita desestimar sus pretensiones.
3.- Con fundamento en esas manifestaciones, la Sala ordenó a la demandante acreditar si había solicitado la autorización para la práctica de las terapias de voz a que hace referencia en su solicitud de tutela, a quién y qué respuesta había obtenido e informar si existe  orden médica en ese sentido.
4.- En atención a  tal requerimiento, la demandante aclaró que no tiene órdenes médicas para las terapias de voz y tampoco las ha solicitado al “batallón”, indicó que lo que requiere es cita con el otorino (sic) para que él se las ordene
.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

Ese medio excepcional de amparo tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Así, la procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario.
2.- Tiene por objeto la presente demanda constitucional la protección de los derechos fundamentales a la salud, integridad personal y vida digna, los cuales considera la accionante fueron lesionados por parte de la autoridad accionada se niega a autorizarle las terapias de voz que requiere.  

3.- Como se ha reiterado por la jurisprudencia, uno de los requisitos de procedencia del amparo constitucional es que el interesado haya acudido de manera previa a la autoridad que supuestamente afecta sus garantías fundamentales, a fin de que esta tenga la oportunidad de conocer la reclamación y pronunciarse al respecto; de obviarse esa trámite, se estaría dando por sentado que la accionada no va a acceder a la petición y adicionalmente, el ciudadano ejercería la tutela como forma principal de obtener protección a sus derechos, cuando, es sabido, una de sus principales características es la subsidiariedad. 

4.- Los documentos incorporados a la actuación solo demuestran que los médicos tratantes de la entidad demandada le han ordenado a la actora una serie de medicamentos y una valoración por otorrinolaringólogo, esta última el 2 del mes de agosto pasado
, mas no las terapias de voz solicitadas.

Estas no han sido recomendadas por ellos, ni las ha solicitado la peticionaria a la Dirección de Sanidad demandada, tal como lo manifestó en el documento a que se hizo alusión en otro aparte de esta providencia, en el que además dijo que como no fue posible que la valorara un especialista  otorrinolaringólogo de la entidad demandada, acudió a uno de manera particular y este le  dijo que para “poder darme la orden tenía que pagar nuevamente la consulta”, sin que cuente con medios para ello y agregó que según ese médico, “son unas terapias de voz, pero lo primero que necesito es que me vea un otorrino para que él me mande por escrito el tratamiento que debo seguir” y que como en el Dispensario Médico no han solucionado el problema “que tiene con las E.P.S”, le contó al doctor y este le dijo que formulara una tutela.
5.- De lo anterior puede deducirse  que contrario a lo que se afirmó en los hechos de la demanda, médico alguno le ha recomendado a las demandante las terapias que reclama por este medio excepcional de protección y tampoco ha pedido a la entidad demandada le sean autorizadas. De esa manera, esta última no ha  tenido oportunidad de emitir un pronunciamiento al respecto y por tanto, tampoco ha lesionado los derechos fundamentales cuya protección se invocan.

En consecuencia, se negará la tutela solicitada, sin perjuicio de que con posterioridad se pueda instaurar nuevamente la respectiva acción, si es que en realidad se le desconoce alguna prerrogativa constitucional.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Negar la acción de tutela solicitada por la señora Paula Andrea Gómez Ramírez, contra la Dirección General de Sanidad Militar,  Dispensario Médico I Batallón de Artillería No. 8 “Batalla San Mateo”.
SEGUNDO.- Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
TERCERO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.
Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Ver folio 26


� Folios 3, 4, 5, 9 y 10 del cuaderno Nº 1.
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